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En este número

Nuevamente, las buenas noticias económicas a nivel mundial –el FMI prevé un crecimiento global del orden del 5% para este año, el más alto de los últimos 25 años– se ven opacadas por advertencias sobre la solidez de las bases de ese crecimiento. De los cuatro riesgos serios para la economía global, el precio del petróleo es el menor frente a los otros tres, que están centrados en las propias bases del auge: el gasto del consumidor en EE.UU., el crecimiento chino y la inflación de los precios de las casas en buena parte del mundo desarrollado. Estos tres factores han alimentado la salida a la crisis que evidenció el estallido de la burbuja bursátil en marzo de 2000 y la posterior recesión y, al parecer, se trata de nuevas burbujas que “arreglaron” el estallido de las bolsas sembrando nuevos riesgos: una caída del consumo en EE.UU. –inevitable dado los niveles enormemente bajos de ahorro en los hogares estadounidenses–, una desaceleración en China –sobreinversión por crédito barato y moneda subvaluada– y un crack casi mundial de los precios inmobiliarios –algo inédito. Si esas bases son endebles, es posible augurar que estamos en uno de esos auges de crecimiento que anteceden inmediatamente a nuevas caídas. 

En medio de esta coyuntura, y teniendo en cuenta tendencias de más largo plazo –como la necesidad del gran capital de superar las barreras que impone la existencia de los estados nacionales–, se actualiza la crisis de las instituciones multinacionales. A nivel mundial, analizaremos la trayectoria de estas instituciones, desde su fundación luego de la Segunda Guerra Mundial hasta el quiebre que significó la caída de la URSS en cuanto al eje dominante de los conflictos y, por ende, de las tareas que asumen esas instituciones, sea en la regulación del uso de la fuerza en el caso de la ONU, o del orden financiero en el del FMI y el Banco Mundial.

En el ámbito regional, veremos cómo sectores de burguesías locales siguen apostando a escapar a los términos que EE.UU. quiere imponer a la integración económica continental. La expresión política de esto se refleja en la creciente influencia de fuerzas políticas “antineoliberales”  en los países latinoamericanos: se ven ahora sus avances en Uruguay y México. Paralelamente, también se aprecia en la incapacidad de EE.UU. para lograr el aislamiento de quienes no sólo cuestionan los términos de la integración sino que la impugnan enteramente: no es que Venezuela o incluso Cuba sean atractivas, sino que son un recurso más en la suma de fuerzas políticas para enfrentar la hegemonía estadounidense. Es cierto que en el proceso se advierten límites. Por un lado, en cuanto a la capacidad de unirse efectivamente por parte de sectores burgueses de distintas naciones –así lo vemos en las idas y vueltas del Mercosur. Por otro, en cuanto a qué se propone como alternativa a esa hegemonía y cuánto se atiende a las necesidades de las masas desde esa alternativa –el “Grito de los excluidos” en Brasil habla de cuánto. 

Finalmente, en Argentina, vemos un poco de todos estos procesos, con un conflicto abierto en cada uno de ellos: la pelea por la deuda con los bonistas y con el fondo, las discusiones con Brasil, la disputa política entre kirchnerismo, duhaldismo y centro-derecha. Veremos también que lo poco que favoreció a los trabajadores –una mejora del salario mínimo y el fallo de la Corte por las indemnizaciones laborales– es para el capital local una amenaza a su existencia. 

Así estamos…
Situación Mundial

La caída de la URSS significó, para el orden instaurado por los “aliados” –el bando triunfante en la segunda guerra mundial– un cambio en la base material que justificaba su existencia. Las vicisitudes de la transformación fueron más allá de las previsiones realizadas por los principales países del mundo (agrupados principalmente en el G7) a mediados de los ’80, cuando la caída del bloque soviético aparecía como una mera posibilidad. La hipótesis de conflicto con China, con su peculiar régimen político y modelo de acumulación, se encontraba en franco descenso para la burguesía como clase mundial (bloque occidental). Los acercamientos sucesivos de Occidente con ese país desde la década del ’60 fueron una herramienta de erosión para el bloque soviético y a través de ella se filtraron las necesidades de importantes ramas de la burguesía. Aún hoy las relaciones entre las distintas fracciones y sectores de la burguesía no han encontrado cuál es “el orden del caos”. Y es probable que no lo hagan por un tiempo: al extender su dominio por todo el globo, la burguesía transformó al planeta –y más allá, a los ojos de aquellos funcionarios que vislumbran un conflicto en el espacio– en teatro de operaciones del enfrentamiento entre sus distintas partes. El proceso de concentración y centralización del capital ahora dispone de todo el mundo para desenvolverse. En este número, veremos el desarrollo histórico de los enfrentamientos de más alto grado de conflictividad (enfrentamiento armado) y de las condiciones que posibilitan su emergencia, es decir, de la evolución (y evidente fracaso) de las instituciones y organismos internacionales destinados a evitarlos. Por razones de espacio, para números subsiguientes quedará el análisis de las posibilidades reales de un nuevo orden, las alianzas que se establecen para acomodarse en él y las relaciones de la confrontación política con el desarrollo económico y productivo de la totalidad de las ramas de la economía. 

Seguridad

Intervenciones militares: primeras experiencias en un nuevo escenario

“El hemisferio todo nos pertenecerá, como de hecho, ya nos pertenece moralmente, por la virtud de la superioridad de nuestra raza”

William Taft, presidente norteamericano (1912)

La situación de Medio Oriente ofrece una categórica lección a los responsables de la dirección política de los principales países. No se trata sólo de las descarnadas imágenes, aunque evidentemente la opinión pública se encuentra especialmente sensibilizada y eso recorta el margen de acción de aquellas personas dependientes del juicio del electorado para su propia subsistencia. Tampoco de los riesgos de desintegración nacional, aunque esa posibilidad sea observada con gran preocupación. Al parecer, la forma de resolución de los conflictos es el eje central de las divergencias entre los países y bloques, en particular acerca de la legitimidad y la legalidad. Observemos cómo es la forma última de resolución de las disputas actualmente (conflicto armado) y su desarrollo histórico. 

El desarrollo de la guerra fría estuvo centrado –más allá de las visibles etapas de ascenso y descenso del nivel de conflictividad– en la acumulación de material bélico a gran escala por parte de los bloques occidental y soviético. La función principal de la carrera armamentista era, justamente, “congelar” cualquier posibilidad de conflicto armado entre las potencias principales y trasladarlo a aquellas regiones donde la posibilidad de alianza con cualquiera de los bloques estuviese en disputa. Ambos países subordinaron, en distinto grado, la estructura productiva al esfuerzo bélico. Armamento ultra-sofisticado (nuclear o no), que absorbía la mayor cantidad de recursos para sostener la indefinición, y armamento convencional (aunque sumamente letal) para los conflictos en el resto de mundo, en donde cada uno de los bandos en pugna utilizaba dicha división del mundo para inclinar la correlación de fuerzas a su favor. Esto tuvo importantes implicancias para la rama de producción de armamento en cada país, mientras que el resto se subordinaba sin ambages a la lucha política. Más que suficiente resultaba para ello ser consciente de que se trataba de un enfrentamiento de naturaleza interclase a nivel mundial. De esta forma, la estrategia priorizaba la capacidad de proyectar las fuerzas de manera global, precisando medios para enfrentar a las fuerzas enemigas en todas las regiones del planeta.

Esta virtual parálisis de la mayor parte de los aparatos militares no obviaba el hecho de que los cuadros militares previesen cuál sería el principal escenario de conflicto: el continente europeo. Por lo tanto, las fuerzas armadas fueron estructuradas para una guerra terrestre de gran envergadura en las planicies del centro de Europa. El transporte de esas armas no presentaba problemas por entonces: las bases europeas de Estados Unidos permitían estacionar esos equipos pesados.

El fin de la guerra fría obligó a revisar ese esquema. Estados Unidos estimó que ya no tendría que afrontar una guerra masiva y prolongada en Europa central o en otras latitudes. Pensó más bien en tener que desarrollar campañas cortas pero intensas en lugares dispersos del planeta. Como es imposible almacenar armas y efectivos en todos lados (por otra parte pocos países lo aceptarían) se trata ahora de desarrollar medios rápidos de intervención y de transporte a partir de bases situadas en Estados Unidos. Esto tampoco es totalmente nuevo. Pero la mayoría de las armas del Pentágono fueron concebidas y producidas durante la guerra fría y resultan difíciles de transportar
. Por supuesto, esto exigió que la rama armamentista transformase su estructura productiva para responder a los nuevos tiempos o que la totalidad de la burguesía (en el marco nacional que posibilita su existencia) hallase un nuevo contendiente en sintonía con las fuerzas militares existentes. En un primer momento –y en una especie de acto reflejo– los encargados de formular los proyectos del sector analizaron posibles candidatos: “En junio de 2000 tuvo lugar en Pyongyang una primera reunión cumbre entre las dos Coreas. La última frontera de la guerra fría parecía borrarse por fin. ¿Qué necesidad había entonces de congelar las conversaciones? Más allá de las incoherencias del nuevo equipo, el telón de fondo es China. Es evidente que el sistema TMD antimisiles, en estudio en Estados Unidos, está dirigido no tanto contra Corea del Norte como contra China. Pero ésta dispone de un arsenal nuclear limitado. (…) Aunque por cierto Pekín está tratando de desarrollar medios más perfeccionados, la perspectiva de un sistema TMD estadounidense en Asia no hará más que acelerar esta tendencia. (...) Mientras que William Clinton proclamó una “sociedad estratégica” con China, la administración Bush ve en ella a un rival, si no a un adversario. La Consejera de Seguridad Nacional Condoleeza Rice ve a China como “una potencia en ascenso” comparable a la Alemania y el Japón de entreguerras. Otros, entre ellos el presidente Bush, la calificaron como “adversario estratégico”. (...) La tensión entre los dos países podría perfectamente transformarse en verdadera crisis si a fines de abril la administración estadounidense decidiera vender a Taiwán el sistema de defensa de punta AEGIS, que permitiría una mejora cualitativa de las capacidades de defensa taiwanesas. Jesse Helms, el ultraderechista presidente de la Comisión de Asuntos Extranjeros del senado, apodado “senador de Taiwan” en Estados Unidos, trabaja actualmente en un estudio que, según trascendidos divulgados por la prensa, preconizaría la venta a Taiwán de toda una panoplia de sistemas de armas de alta tecnología para repeler la amenaza china” (LM 5/2001)
. 

El punto más álgido del enfrentamiento fue alcanzado el 2 de abril de 2001, con la extraña colisión de un caza chino y un avión espía EP-3 de Estados Unidos, seguida de la retención de este último y su tripulación por parte de Pekín hasta que el presidente Bush presentó sus disculpas, nueve días más tarde. La incorporación de China a la OMC quebró las posibilidades de que dicho enfrentamiento sea percibido por la burguesía en su conjunto, pues muchas ramas productivas se nutrieron de las potencialidades de China para concretar alianzas productivas y acelerar el proceso de acumulación de capital
. 

Por otra parte, este contexto también brindó la oportunidad para que la industria armamentista de Rusia se acomode a la nueva situación. El acercamiento con China fue uno de los principales ejes de la nueva política exterior, al asumir el presidente Putin
. Ambas naciones muestran las mismas preocupaciones: respecto de Estados Unidos y de sus “veleidades imperiales”; así como respecto de Japón, complemento político y estratégico de Estados Unidos en Extremo Oriente; y respecto del islamismo político radical. Rusia teme que este último se extienda en Asia Central, contagiando a las comunidades musulmanas que viven dentro de la Federación, como los disidentes chechenos y los rebeldes de Daguestán, mientras que China desea evitar que cunda el ejemplo en la región de Sinkiang. 

Ante la imposibilidad de que fuesen económicos o financieros, los medios para ese acercamiento adoptaron necesariamente un carácter diplomático y militar. Pero en la práctica el gobierno chino decidió hacer de Rusia su interlocutor fundamental para equipar con armamento moderno a sus fuerzas armadas. Se trata de una decisión de gran alcance: no es exagerado afirmar que Rusia se convertirá en gran medida en “el arsenal” de China. 

India es otro interlocutor privilegiado de Moscú. Desde la época de la URSS, el gobierno indio tiene relaciones particulares con Rusia, con el objeto de mantener una política de equilibrio respecto de Estados Unidos. Nuevamente, estas relaciones se desarrollan en el terreno político y militar. Irán es, de alguna manera, el caso más extremo del campo de aplicación de la nueva estrategia rusa. En las cuestiones de fondo, todo los separa: el régimen iraní encarna esa corriente del mundo musulmán, a la vez integrista y nacionalista, cuyo vigor y aspereza Rusia puede medir en el Cáucaso y cuya influencia lucha abiertamente contra la suya en Asia Central. Pero Irán es considerado un enemigo potencial por Estados Unidos: eso alcanza para que se establezca un fuerte diálogo entre Teherán y Moscú. Allí también, la política rusa utilizó los únicos instrumentos de que dispone: la venta de armas, luego del suministro de una central nuclear, puesta en servicio con un año de atraso según los iraníes. 

De todo ello se desprende que los conflictos armados pasaron a desarrollarse al interior de una clase mundial: la burguesía. Y ello va a exigir una redefinición de los términos en que el resto de las ramas productivas se subordinan. Las prioridades estratégicas van a ser revisadas constantemente pues no obedecen más a un criterio político e ideológico determinante y excluyente como la lucha contra el comunismo. Evidentemente, la distinta situación relativa de EE.UU. y Rusia impondría a cada rama armamentista, cuando ésta controle el poder político, una estrategia ofensiva para el primero y claramente defensiva para el segundo. 

Por ello, la pretensión de intervención global va a permanecer invariable por parte de EE.UU.
, sólo que ahora va a estar dirigida contra un sector, fracción o rama de la burguesía. La llamada “estrategia de primacía” que fuera articulada en el seno del Pentágono en un informe confidencial titulado Defense Policy Guidance 1992-1994, responde directamente a esta necesidad. Escrito por Paul Wolfowitz y por I. Lewis Libby, secretario adjunto de Defensa y consejero para las cuestiones de seguridad del vicepresidente Richard Cheney respectivamente, ese texto preconizaba “impedir que cualquier potencia hostil domine regiones cuyos recursos le permitan acceder a la condición de gran potencia”, “disuadir a los países industrializados avanzados de cualquier tentativa de desafiar nuestro liderazgo o de modificar el orden político y económico establecido” y “prevenir la emergencia futura de cualquier competencia a nivel global”
. El control de las fuentes de energía
 constituiría la herramienta de esa supremacía, que contaría con el apoyo del resto de las ramas por su importancia estratégica
. 

En este contexto podemos entender la forma de intervención llevada a cabo en Irak, donde se aplica el llamado “control estratégico”, “que consiste en colocarse permanentemente en estado de identificar la situación del adversario, de reducir su poder por medio de la destrucción planificada de sus capacidades militares, industriales y políticas, de aniquilarlas si fuera necesario, y de obtener así su retroceso o su capitulación. Ello no implica forzosamente ocupar el territorio en disputa o el del enemigo, al menos en la primera fase de un conflicto. La acción terrestre debe concentrarse únicamente en los objetivos elegidos por el poder político, es decir, por el gobierno estadounidense” (LM 3/2002).

Distinto va a ser el temperamento respecto de las llamadas “zonas grises” (sin importancia estratégica), donde “una nueva generación de fuerzas armadas puede surgir en el corto plazo en países de África y en el futuro en América Latina o Asia. Son los regional cops o policías regionales. En julio de 2000 llegaron a Nigeria y Ghana varias docenas de asesores militares estadounidenses para entrenar a sus fuerzas armadas en misiones de mantenimiento de la paz en la región. Washington ha lanzado el African Crisis Response Initiative, con una inversión de U$S 20 millones para adiestrar batallones en operaciones humanitarias en siete países africanos. Esto es parte del proyecto de Estados Unidos, iniciado bajo la presidencia de Bill Clinton. (…) Estados Unidos busca aliados regionales que practiquen las intervenciones donde ni Washington ni Europa quieren ya involucrarse. Ante la muerte de 18 efectivos de Estados Unidos en Somalia en 1993, el presidente Clinton emitió la Presidential Decision Directive Nº25 que restringe la participación de fuerzas de Estados Unidos en misiones de la ONU, a la vez que responsabiliza del fracaso a esa organización. En junio de 2000, el Congreso de Estados Unidos comenzó a discutir el American Service members' Protection Act, que podría prohibir la participación de fuerzas estadounidenses en cualquier operación de la ONU si no se les concede inmunidad en caso de ser objeto de denuncias ante el Tribunal Penal Internacional (TPI). En los últimos años el 77% de los efectivos de las misiones de paz han sido formados por soldados de países en desarrollo. Pero como afirma Brahimi: ‘No puede ser que algunos pueblos aporten sangre y otros dinero’. La otra solución propuesta por algunos expertos es que se contrate a organizaciones de mercenarios para que entrenen fuerzas y sostengan gobiernos frágiles con misiones designadas por la comunidad internacional. La idea, que va en contra de los principios mismos de la ONU, no ha sido aceptada por el momento en misiones de paz, pero este tipo de servicios ya los ha subcontratado Estados Unidos en los Balcanes y actualmente en Colombia” (LM 3/2001).

En el plano estrictamente militar, poca oposición puede provenir del segundo bloque político y económico, la Unión Europea. Si bien impulsa el desarrollo de una fuerza militar específicamente europea (la Fuerza de Reacción Rápida, con incumbencia en un radio de 4.000 kilómetros con centro en Bruselas), no puede evitar que ésta quede indisolublemente subordinada a la OTAN. Estas ambigüedades se explican, en parte, por las complejas negociaciones entre “atlantistas” –liderados por Reino Unido y a favor de una integración completa con EE.UU.– y “euronacionalistas” –quienes, bajo el liderazgo de Francia, postulan un mayor margen de autonomía. En definitiva, ambas facciones representan estrategias diferentes de las distintas fracciones de la burguesía en el interior de Europa. Al estar plenamente integrada al núcleo del gran capital mundial, la perspectiva de enfrentamiento abierto con los EE.UU. queda minimizada. El desarrollo específico y desigual de la industria bélica potencia las limitaciones europeas en torno a una relativa autonomía. Por una lado, los gastos militares de EE.UU. , comparados con las tres principales potencias militares de la UE dan cuenta de un abismo de capacidad militar:

Gastos militares en 2002 - en millones de dólares

Fuente: Balance Militar 2002-2003 del Instituto Internacional para los Estudios Estratégicos (IISS). EE.UU. ha incrementado posteriormente sus gastos militares en unos U$S 50.000 millones.

Esta diferencia de potencial se ha expresado en las últimas operaciones con participación de otros miembros de la OTAN (Kosovo, Afganistán), en las cuales EE.UU. proveyó casi el 90% del equipamiento. Pero las diferencias no son sólo cuantitativas sino también cualitativas: el abrumador diferencial de fondos destinados para investigación y desarrollo (I&D) con fines militares ha dado como resultado el cuasi-monopolio norteamericano en la rama –expresado, entre otras cosas, por su presencia en la producción de superconductores de alto rendimiento y software de alta precisión. Esto obliga a las industrias de defensa europeas a ajustarse a los parámetros que EE.UU. impone al mercado mundial de armas:

Montos (en miles de millones de dólares) destinados a I&D en EEUU y las tres principales potencias militares europeas (2002)
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Fuente: NSF, EE.UU.

Evidentemente, cualquier acción emprendida se realiza entre fracciones de la burguesía y las redes de alianzas que ellas tejen. Pasemos ahora a analizar las disfunciones en el plano político que empujan a las distintas fracciones al recurso de la fuerza, solución de última instancia. 

Situación Política

A 50 años de su creación, el orden de posguerra revela su inoperancia ante el cambio en la naturaleza de los conflictos

Como no podía ser de otra manera, la organización del mundo sobre las devastadas economías del globo y los desarticulados sistemas políticos de los vencidos en la Segunda Guerra Mundial iba a establecerse como un reflejo de los detentados por los estados nacionales que componían el bando ganador. La heterogénea composición del mismo determinó distintos caminos para los organismos políticos y económicos. Como mencionamos anteriormente, los primeros manifestaban su esencia a partir de la naturaleza interclasista del enfrentamiento principal (burguesía versus proletariado, oeste versus este). Por el contrario, los relacionados más directamente con la economía no iban a tener jurisdicción sobre todo el globo sino exclusivamente sobre uno de los dos bloques y su objetivo era solucionar conflictos “intraclase”. 

Así se formaron las Naciones Unidas, con jurisdicción planetaria, y las instituciones de Bretton Woods y el Comecon para el bloque occidental y soviético respectivamente. Las relaciones económicas entre ambos bloques no podían ser integradas en un orden coherente único, por la naturaleza antagónica de sus modos de producción, aunque ello no quita que existiesen relaciones entre ambos. Veamos la naturaleza y el desarrollo histórico de cada una de las esferas.

Instituciones políticas del conflicto “interclase”: la contención en el seno de la ONU

La Carta de las Naciones Unidas fue firmada un año más tarde que la formación de las instituciones de Bretton Woods, el 26 de junio de 1945, y entró en vigor el 24 de octubre de ese año. Fundamentalmente, la estructura del organismo se compone de un organismo principal deliberativo y supremo, la Asamblea Anual de todos los países miembros, y varios consejos y comités ejecutivos
. El carácter global del organismo, que mencionamos anteriormente, restringió el ámbito de actuación de cada uno de ellos en relación con la naturaleza de los conflictos que buscaba resolver. Esto determinó que, prácticamente, la vitalidad de la ONU estuviera atada a la suerte del Consejo de Seguridad
. No es casual que las mayores potencias del globo, en el momento de su conformación, se reservasen un asiento permanente con derecho a veto: EE.UU., Rusia, China
, Francia y Gran Bretaña. Los diez asientos restantes, renovables cada dos años, dependían de las correlaciones de fuerzas en el momento de la elección. Obviamente, sobre este escenario principal se desarrollaban enfrentamientos secundarios –al interior mismo de la burguesía– muy virulentos en ocasiones y, si bien subordinados al principal, en aquellas ocasiones de calma o distensión de éste, aparecían en un primer plano. 

Una vez finalizado el conflicto entre los distintos bloques (burgués y proletario en sentido amplio), emergerían los que otrora permanecían soterrados. El ejemplo más evidente de ello lo constituye la relación entre Francia y EE.UU., cuya actualidad y persistencia no puede más que quedar demostrada con lo imperturbable del enfrentamiento, en momentos en que la burguesía se jugaba la hegemonía a nivel mundial
. En esta situación se encuentra el mundo hoy y dicho orden requiere una reforma o, al menos, una actualización para responder al nuevo escenario internacional. En el próximo número veremos cómo se posicionan los distintos sectores, ramas y fracciones ante el imperativo del momento.
Bretton Woods: de organismos de reconstrucción a vehículos de los capitales más concentrados

Hace poco más de 50 años, en julio de 1944, se crearon las dos “instituciones de Bretton Woods”, así llamadas por el pueblo de New Hampshire, Estados Unidos, que albergó las negociaciones entre 44 Estados en el marco de la Conferencia Monetaria y Financiera Internacional de las Naciones Unidas. Medio siglo más tarde, la misión de esas instituciones nada tiene que ver con la que se le había confiado originalmente. Su evolución siguió las mutaciones del entorno económico y monetario internacional y sobre todo, a partir de los años ’80, la potenciación de la ideología neoliberal bajo la égida de Washington. 

De hecho, y a pesar de contar actualmente con 182 miembros cada uno, tanto el Fondo Monetario Internacional (FMI) como el Banco Internacional para la Reconstrucción y el Desarrollo (BIRD) –nombre original de lo que se convirtió en el grupo del Banco Mundial (BM)– se hallan bajo la estrecha tutela del departamento del Tesoro estadounidense. Estas tres entidades participan del famoso “consenso de Washington”
. Los acuerdos de Bretton Woods habían instaurado un sistema de paridad fija de monedas y cada Estado signatario tenía la obligación de garantizar la convertibilidad de su divisa y de defender su paridad -expresada en oro o en dólares estadounidenses- con un margen de fluctuación del 1%. Era el sistema del patrón oro, que descansaba sobre la paridad fija del billete verde respecto del oro. 

La misión prioritaria del FMI era controlar y administrar ese sistema, fundamento de un desarrollo del comercio internacional considerado en sí mismo como el motor del crecimiento. Preocupado por abrir la mayor cantidad posible de mercados, Estados Unidos se proponía prevenir cualquier veleidad proteccionista en una Europa devastada por la guerra. 

La segunda función del FMI consistía en brindar financiamiento a corto plazo a los Estados miembros que padecieran déficit temporarios en su balanza de pagos. El BM tenía una misión complementaria: reconstruir las economías de posguerra por medio de préstamos para financiar proyectos de desarrollo. Originalmente, los fondos del FMI y los préstamos del BM fueron casi exclusivamente utilizados por los países europeos.

Dos decisiones estadounidenses provocarían un gran cambio. Primero, en 1948, el plan Marshall, que sustituye al BM para la reconstrucción de Europa, dejándole esencialmente el Tercer Mundo como campo de acción. Luego, en 1971, la decisión del presidente Richard Nixon de poner fin a la convertibilidad del dólar en oro, que dos años más tarde culminaría con la flotación generalizada de las monedas. Privado de su tarea prioritaria, el FMI se concentró en la segunda: el financiamiento de los déficits de la balanza de pagos. Luego, a partir de los años ’80, en la reestructuración de las economías muy endeudadas, por medio de los programas de ajuste estructural (PAE). La única finalidad de los PAE era garantizar el reembolso de la deuda. La crisis financiera de los años ’90 (México, Tailandia, Indonesia, Corea, Rusia, Brasil, Argentina), que contrariamente a las precedentes concernía a los créditos otorgados por actores privados, consagró al FMI en el papel de “red de seguridad” de los inversores.

En cada uno de ambos organismos participan 182 Estados cuyos representantes conforman el Consejo de Gobernadores. Pero quienes toman las decisiones en ese Consejo son los ocho titulares de una “silla” permanente –sobre un total de 24– en el seno del Consejo de Administración y del Comité Monetario y Financiero Internacional (FMI), del Consejo de Administradores (BM), y del Comité de Desarrollo que les es común: según el orden de sus derechos de votos, Estados Unidos, Japón, Alemania, Francia, Reino Unido, Rusia, China, Arabia Saudita. En el caso del FMI, el resto son electos por grupos de países, lo que implica que cada director suma los votos de los países que lo eligen. Por ejemplo, Argentina suma su voto con Bolivia, Chile, Paraguay, Perú y Uruguay, lo que da 2% de los votos; Brasil se asoció con Colombia, Republica Dominicana, Ecuador, Guyana, Haití, Panamá, Surinam, y Trinidad y Tobago y suma 2,47%. Otros grupos importantes son el que lidera Bélgica con 5,15%, el de Holanda con 4,86%, el de España –centroamericanos más México y Venezuela– con 4,29%, el encabezado por Italia con 4,19% y el de Canadá –ex colonias británicas americanas más Irlanda– con 3,72%.

Los derechos de voto son fijados por prorrateo de las contribuciones financieras, especie de “arancel” pagado por los Estados (en el FMI), o de la fracción del capital suscripto (en el BM), lo que da a Washington más del 17% de los votos en el FMI y poco menos de ese porcentaje en el BM. Cabe pensar que es mucho menos que la mayoría. Pero esto es un error: las decisiones importantes dentro del FMI requieren una mayoría calificada del 85%. Ese poder discrecional de EE.UU. nunca fue cuestionado por los europeos. Sin embargo, los miembros de la zona del euro tienen por sí solos en conjunto más del 22% de las contribuciones, suficiente para constituirse en minoría de bloqueo. 

Observando las respectivas estructuras de ambos organismos, queda patente que, con el cambio de sentido del conflicto político a nivel mundial (de carácter “interclase” a “intraclase”) sus funciones pasaron a ser establecidas por las necesidades de los países que poseen mayor capacidad financiera (y por supuesto, contributiva). Evidentemente, las fracciones de la burguesía a nivel mundial que pasan a ser objeto de las acciones de estas instituciones se rebelan a su tutela
, pues lo que está en juego es ni más ni menos que su supervivencia. Para brindar una voz a esas fracciones menores o a aquellas nuevas del antiguo bloque del este, fue necesario establecer un organismo político realmente global para resolver las disputas “económicas”: la conformación de la Organización Mundial de Comercio en 1995 vino a cubrir ese déficit. El abordaje de este cambio será el objeto de futuras entregas.

América Latina

Varios sucesos de importancia se produjeron en el mes de septiembre en la región. 

El MERCOSUR se sigue moviendo al compás de las negociaciones –económicas y políticas– tanto dentro del bloque como fuera del mismo. A la negociación en bloque para acceder a nuevos mercados –con la UE y, el más importante pero por ahora en un impasse, con EEUU, por el ALCA– se suman las dificultades para llegar a acuerdos en los que nadie quiere perder terreno y nichos de mercado propio, así como tampoco reducir las bases para la futura pelea; aunque todos reconocen que esos acuerdos terminarán cerrándose a futuro ¿Qué otra cosa podría hacer la burguesía si no es buscar nuevos mercados de manera permanente?

Estas negociaciones (“en el frente externo”) repercuten en el interno, debido a la fortaleza o debilidad de las distintas burguesías y fracciones de la misma en cada país; de esta manera el enfrentamiento Buenos Aires-Brasilia, cobra nuevos bríos ante la amenaza de una "invasión" de productos foráneos.

Por su parte, estas fracturas y desigualdades se expresan en el terreno político, en los frentes externo e interno de cada país.

La asamblea anual de las Naciones Unidas dejó en claro, nuevamente, que Brasil intenta llevar al terreno político su liderazgo en materia económica, tratando de ser "el" representante permanente de América Latina en el Consejo de Seguridad de la ONU, conformando una alianza táctica con los otros "grandes" desplazados: Alemania, Japón e India. 

México –el país con el mayor PBI de América Latina, pero el que más depende de EE.UU., ya que allí van más del 85% de sus exportaciones– y Argentina –a diferencia de la posición adoptada desde que Kirchner llegó al gobierno– no respaldaron la decisión de Brasil, por lo que crearon un nuevo grupo. El mismo intenta ampliar la cantidad de países con decisión en el Consejo de Seguridad, aumentando el número de miembros permanentes y semipermanentes, en un intento de tener voz en el máximo órgano internacional de decisiones políticas.

Expresión de lo mismo, pero en el plano local, es la pelea interna que se agudiza ante las próximas elecciones en dos países de la región. Brasil se apresta a elegir alcaldes y concejales, en lo que será la primera elección luego del triunfo de Lula como presidente, y medirá el grado de aceptación de la política económica llevada a cabo por éste, bastante alejada de lo promulgado en su campaña. Por su parte, las presidenciales de Uruguay plantean un debate entre la renovación del Frente Amplio y los viejos partidos tradicionales uruguayos, en donde también se expresan, con sus particularidades, las tendencias y los distintos proyectos de país presentes en toda la región.

Por último, la situación que vive Colombia –donde muchos ven como posible la entrada de tropas norteamericanas a escala masiva– deja traslucir el grado de conflictividad social y de enfrentamiento, así cómo la lejanía cada vez mayor de un acuerdo entre las partes de este conflicto, que ya lleva más de 40 años. 

Pelea por las ganancias

Sin avances en las negociaciones con la UE

Todo parecía indicar que el mes de septiembre sería el elegido para limar las asperezas y sentar las bases para el acuerdo que tiene que cerrarse antes del 31 de octubre entre el MERCOSUR y la UE. Sin embargo, ninguna de las partes está conforme con lo presentado y se acusan mutuamente de no mejorar las ofertas.

El MERCOSUR –y sobre todo Brasil, quien todavía mantiene un control en el rubro servicios y compras gubernamentales– flexibilizó su postura. Tanto en dichos rubros como en el de inversiones, se establecerán los mismos criterios tanto para empresas nacionales y del MERCOSUR como para las de los países correspondientes a la UE. A su vez, también se decidió abrir el sector de telecomunicaciones y servicios financieros, permitiendo la entrada de capitales europeos.

A partir de esta oferta, el MERCOSUR esperaba la apertura del mercado de productos agropecuarios (carne vacuna y avícola) y agroindustriales (sobre todo de lácteos y aceites), así como del mercado vitivinícola, a través de la eliminación de barreras y la ampliación de cupos. La respuesta sobre esta liberalización no satisfizo al MERCOSUR, ya que se le exigió a cambio la eliminación de las barreras internas en materia aduanera. Así, el bloque sudamericano ve nuevamente cómo su necesidad de ampliar mercados choca con su potencial “socio” y “aliado” táctico europeo en la pelea venidera por ALCA, al tener ambos los mismos objetivos. La diferencia es el peso –económico y político– de cada uno, lo que determina la posibilidad y capacidad de negociación que cada bloque expresa.

La negociaciones en el exterior no eliminan las contradicciones internas

Estos "mismos objetivos", que expresamos de manera abstracta recientemente, adquieran un dimensión concreta y palpable en el espacio que denominamos "intra-MERCOSUR" (o interno), en donde los medianos y más pequeños industriales chocan ante la competencia de los más grandes e incluso, en muchos casos, directamente se produce la disputa entre los grandes productores.

Hoy en día, esta discusión se expresa tanto en los textiles, como en calzado, electrodomésticos, vinos y lácteos. Sin embargo, el caso más resonante del mes pasado fue el de las automotrices, ya que se había estipulado, a partir de la Política Automotriz Común (PAC), un proceso de liberalización progresiva, que culminaría en el 2006 con la eliminación de las barreras en este sector. Lo cierto es que la producción brasileña de autos fue muchos mayor, debido a un mercado más amplio, salarios más bajos y una política estatal de financiamiento a partir del Banco Nacional de Desarrollo Económico y Social (BNDES) –banco del estado que entrega crédito a la industria a bajos intereses (del 4,5% cuando hoy la tasa de interés del Brasil es de 16,5%). Esto impulsó el traspaso de las empresas radicadas en Argentina hacia Brasil. 

La medida de Kirchner de no respetar el acuerdo, con el fin de lograr una "reindustrialización" de la Argentina y apostando a una complementariedad en la producción de los países, recibió muestras de fastidio y prudencia del lado brasileño. 

El fastidio fue de los industriales y del ministro de Desarrollo, Industria y Comercio, Luiz Furlan, quién afirmó que los empresarios argentinos tienen que “dejar de lloriquear” y salir a vender, e insistió en que no es Brasil el responsable de los problemas argentinos. Por su parte, Ray Young, presidente de Operaciones del MERCOSUR de General Motors, radicado en San Pablo, dijo: "Los brasileños están un poco nerviosos por estas medidas tomadas por Kirchner con los autos y con los electrodomésticos. Creo que es importante que la Argentina y Brasil hablen: que Brasil escuche las propuestas argentinas y que la Argentina comprenda que el libre comercio, en el largo plazo, es saludable. La pregunta debe ser cómo ponerse de acuerdo en el corto plazo" (10/9).

Por su parte, la prensa brasileña no fue ajena a esta posición: "El diagnóstico de Kirchner es erróneo. No es posible recrear condiciones absolutamente igualitarias en relación con la industria automotriz brasileña, como dice Kirchner, a menos que, en un delirio dirigista, ambos gobiernos le dijeran a la iniciativa privada dónde invertir" (Valor Económico, 11/9. Reproducido por Clarín).

A pesar de los dichos, la intervención de Lula y del canciller brasileño –que nuevamente interviene como moderador– hizo bajar el tono con el que habían comenzado las expresiones. Furlán, que integra el grupo empresarial ortodoxo del gobierno, afirmó más tarde la posibilidad de modificar la reglamentación del BNDES para que una línea de crédito de la entidad permita financiar la compra de autopartes argentinas a las industrias brasileñas, aumentando el número de piezas fabricadas en la Argentina y otros países del MERCOSUR en los vehículos que exporta hacia el bloque: "Lo que nosotros ofrecemos como colaboración (...) es analizar que las partes, piezas, motores y componentes en el montaje de vehículos (...) que hoy sólo son componentes brasileños, podríamos analizar para incluir no sólo brasileños, sino productos del MERCOSUR, entonces eso daría una mejor condición de financiamiento y podría estimular también la producción" en el vecino país (LN 9/9).

Es por eso que Lula quiere firmar en diciembre próximo un nuevo tratado constitucional del MERCOSUR, siguiendo los pasos de la institucionalización del Bloque (véase Análisis de Coyuntura anterior), en donde Argentina tratará de imponer el tema de las salvaguardias, para evitar las asimetrías. Lavagna también propondrá un protocolo de buenas prácticas para la atracción de inversiones multinacionales, de modo de evitar una guerra sobre quién subsidia más. Lo que se busca es “que haya comercio intraindustrial y especialización, y no pase como con Whirlpool, que cerró acá para producir todo allá”, afirman en Argentina (LN 9/9).

En lo que se refiere a las discusiones en los otros rubros, tampoco se llegaron a acuerdos entre los distintos grupos empresariales de cada uno (cocinas a gas, heladeras, televisores y lavarropas), en las últimas negociaciones que terminaron a finales del mes de septiembre, profundizando la pelea al interior del bloque.

El canciller brasileño, Amorim intentó mediar las quejas del empresariado brasileño, y afirmó que: “Hay que tener comprensión con un país que pasó por problemas graves, pero al mismo tiempo no hay que perjudicar al MERCOSUR como proyecto” (LN 10/9). Lula, por su parte, afirmó que “al MERCOSUR no le sirve una Argentina sin industrias” (C 12/9). Nuevamente desde las esferas más altas del gobierno brasileño salieron a poner paños fríos a la discusión.

Brasil: Crecimiento interno a base de exportaciones

La economía de Brasil se expandió más de lo esperado en el segundo trimestre de este año, al crecer un 5,7% respecto del segundo trimestre del año pasado y 1,5% frente al primer trimestre de este año, según informó el Instituto Brasileño de Geografía y Estadística (IBGE). Es decir, en el primer semestre, el PBI creció un 4,2% con relación a igual periodo de 2003. 

Si bien se produjo un crecimiento del consumo interno en un 3,1% y de las compras del gobierno en un 1,4% con respecto al primer semestre de 2003 (Estrategia -Chile- 1/9), el motor principal del aumento fue la exportación. Sólo en el mes de Agosto, Brasil tuvo un superávit comercial de 3.433 millones de dólares, debido a exportaciones por 9.056 millones e importaciones por 5.263 millones. El superávit acumulado en los primeros ocho meses del año subió a 21.951 millones de dólares (dos veces las reservas de divisas de Argentina). Las exportaciones acumuladas en 2004 (incluido agosto) superan a las del mismo periodo de 2003 en un 34,8%, mientras que las compras son un 29,7% mayores. Se estima que dicho país cerrará el año con un superávit récord de 30.000 millones de dólares. (Estrategia 2/9)

A partir de estos datos, la pelea al interior del bloque cobra mayor sentido, al percibir los industriales argentinos una invasión de productos del Brasil (véase más arriba “conflicto ‘Intra-MERCOSUR’”), y la necesidad de los principales responsables del gobierno de Lula de no tensar las relaciones con su principal comprador (Argentina) y aliado en las negociaciones con los demás bloques económicos.

Posicionamiento militar frente a la estrategia de “conflicto interno”

La institucionalización del MERCOSUR de la que habla Lula, junto a la reciente creación de un tribunal permanente que dirime los conflictos suscitados en el bloque (Tribunal Permanente de Revisión. Véase Análisis de Coyuntura anterior) es una medida que busca establecer reglas claras entre los países. La misma situación sucede en el plano militar, que tiene como proyecto la creación de una secretaría permanente de defensa regional, que surgió luego del encuentro realizado en Buenos Aires entre los ministros de Defensa de los países del bloque, buscando coordinar y establecer criterios comunes en los futuros escenarios posibles que se puedan llegar a suceder.

A tono con la situación mundial, se propusieron, en primer lugar, “combatir el terrorismo”, a partir de la coordinación en materia de información (tanto de obtención y análisis de la misma) de los grupos que actúen en el subcontinente.

Pero lo destacado de este encuentro fue la negativa de las Fuerzas Armadas de los países en actuar en combates directos, así como intervenir en los conflictos internos, tal como sugieren EE.UU., Canadá, Colombia y los países centroamericanos, “donde predomina otra visión, más del sentido de 'Guardias Nacionales'”, afirmó Pampuro, ministro de Defensa argentino, a la salida del encuentro. Esta situación de no utilizar las Fuerzas Armadas en conflictos internos, reservándole el rol tradicional de defensa del territorio ante ataques externos, contradice con la doctrina de “Guerra de Baja Intensidad”, ideada por EE.UU., que insiste en que el ejército cumpla la función de garante del orden ante estallidos sociales o conflictos prolongados.

Coyuntura política

Una contra-hegemonía ¿cada vez más hegemónica?

Las pelea en la esfera de las relaciones políticas en la región continúa expresándose en dos direcciones. Por un lado, la oposición a la imposición de la hegemonía impulsada por EE.UU. y su incansable intento estratégico de alinear países para que éstos sean escuderos de aquél en cuanto terreno de disputa haya. Siempre hemos dicho que esta oposición es diversa y que tiene varios senderos internos. Un primer grupo en oposición abierta (Cuba y Venezuela), un segundo grupo en oposición menos abierta pero cada vez más firme y necesaria (Argentina y Brasil) y un tercero que, ante coyunturas concretas, necesitan alinearse temporalmente en esta dirección (Bolivia por el tema del gas, Perú en su necesidad de ingreso al MERCOSUR, México en las negociaciones de la OMC o en su pedido de ingreso al MERCOSUR, Chile cuando queda muy aislado en la región del cono sur, Uruguay en las negociaciones con el FMI). Por otro lado, el alineamiento directo que propone EE.UU. obtiene cada vez menos consenso en la región. Es decir, sólo se sostiene en algunas coyunturas especiales, como ser Colombia por ejemplo, o algunos países de América Central, donde EE.UU. mantiene mayor imagen positiva en el conjunto de la población, que ronda entre el 80 y 85% (véase informe de “Latinobarometro” en LN 3/10).

Es necesario aclarar que, a partir del triunfo de Hugo Chávez en el referendo revocatorio que tuvo lugar el 15 de agosto, estas tendencias se cristalizaron y, podemos decir, es cada vez más fuerte la tendencia opositora hacia EE.UU., a pesar de los intereses diversos que expresan los socios de esta nueva contra-hegemonía. Todo acto de contienda política, es decir, cualquier escenario donde se estén midiendo fuerzas sociales en la esfera política se tiene que alinear en una dirección u otra de las planteadas más arriba. Así es que debemos ingresar en algunas coyunturas específicas para ver cómo se delinean estas peleas. 

Una es de mucha importancia para el MERCOSUR, porque atañe a uno de sus socios directos hasta ahora no comprometido de lleno en el camino de Argentina y Brasil. Estamos hablando de Uruguay, quien el 30 de octubre tiene sus elecciones presidenciales. El otro caso es Brasil, con menos relevancia para la región pero con más importancia para su proceso interno, ya que el gobierno de Lula afronta su primer test electoral luego de casi dos años de gobierno, en elecciones para alcaldes y concejales. Por último, tenemos a México que, si bien no tiene un proceso electoral en lo inmediato, viene presentando la gestación de una oposición al presidente Fox, en sintonía con esta contra-hegemonía, que ya tiende a ser cada vez más hegemónica.

Los resultados de las elecciones presidenciales del próximo 30 de octubre en Uruguay parecen cambiar el arco político de la región. Si bien todos los candidatos a la presidencia (Stirling –sin muchas chances– del Partido Colorado, que gobierna actualmente luego de una alianza en las elecciones pasadas con sus históricos enemigos, los blancos; Larrañaga, del Partido Nacional –blancos–, que aspira a una segunda vuelta; Tabaré Vázquez, del Frente Amplio, al que las encuestas dan ganador en primera vuelta), “coinciden en la necesidad de fortalecer el bloque comercial y los vínculos regionales”, quizás sea el Frente Amplio el que “impulsa con mayor énfasis un proyecto político y social para el MERCOSUR” (LN 20/09). En este sentido, “la búsqueda de una posición común de los países del MERCOSUR para las negociaciones del ALCA parece encontrar mayor sintonía en la relación de los gobiernos de la Argentina y Brasil con el Frente Amplio” (LN 20/09). De visita por Argentina para captar votos uruguayos, (se dice que 40.000 de las 50.000 personas que viajarían para votar –no lo pueden hacer a través de las embajadas– lo harían por el Frente Amplio) el senador de esa fuerza, Fernández Huidobro, otrora fundador del Movimiento de Liberación Nacional Tupamaros en los años ’60, declaró que “para nosotros ésta es una de las campañas electorales más sencillas, sólo hay que preguntarle a la gente en cualquier esquina quiénes han sido los responsables de esto [la crisis de 2002 y 2003 en el país vecino]. Con el agregado de que, además, Kirchner en Argentina, Lula en Brasil y Chávez en Venezuela hacen soplar buenos vientos. (...) Para los empresarios es nefasto que siga gobernando una persona que apostó a una relación bilateral con Bush y no a un vínculo con el MERCOSUR” (C 11/09). 

Esta última cita nos introduce en otra cuestión, de características similares en toda la región. Y tiene que ver con los caminos diferenciados de este polo contra-hegemónico (cada vez más hegemónico). Además de existir distintas utilidades de dicha alianza contra-hegemónica, el proceso interno de cada país en dirección con esas utilidades es diferente. Esto es muy claro en Brasil, con la heterogeneidad del partido gobernante (PT) y de las fuerzas sociales que representan esa alianza en el gobierno. 

En Uruguay, hablar de alineamiento con Chávez es necesario luego del 15 de agosto para cambiar el rumbo de alineamiento con Bush que vino realizando el actual presidente Batlle. Pero también un sector de la burguesía uruguaya necesita aliarse al MERCOSUR para obtener salidas a su producción, sin ver con tantos buenos ojos al mandatario venezolano. El candidato frenteamplista Tabaré viajó a Brasil con su futuro ministro de economía, Danilo Astori, para empezar a establecer vínculos en caso de llegar a la presidencia, como todo lo indica. Allí, en el país vecino, el futuro ministro dejó expresadas estas contradicciones con las que se van a enfrentar, en voz de un asesor: “Tabaré va a ser un Lula, estará más cerca de esa línea y de la de Lagos que de un Chávez” (LN 17/09). El propio ministro declaró: “integramos un frente y allí hay un arco de posiciones, (...) tenemos un programa único que fue aprobado por un congreso y nos hemos comprometido a compartir ese programa”. En ese programa no está en discusión el alineamiento regional con Brasil y Argentina. Y por eso, en carácter de que además Uruguay es uno de los cuatro socios del MERCOSUR, es de suma importancia el resultado de esta contienda electoral. 

En Brasil, la pelea es de otro rango, es al interior. Es la primera vez que Lula se enfrenta a elecciones desde que asumió su gobierno. Se disputan cargos a legisladores y alcaldes en las ciudades capitales de los estados (lo que serían provincias en Argentina). Están en juego las ciudades más importantes, 8 de ellas gobernadas directamente por el PT y 11 por sus aliados políticos, principalmente el PMDB. Otras 5 las gobierna el PSDB (del ex presidente socialdemócrata Fernando Henrique Cardoso), el principal opositor. Las 3 restantes son fuerzas locales sin peso nacional. El ex presidente Cardoso apunta solamente a hacer fuerza en San Pablo, donde el candidato de su partido que perdió con Lula las presidenciales, José Serra, le disputa la alcaldía cabeza a cabeza a Marta Suplicy, del PT. Hace 4 años, al ganar la alcaldía de San Pablo, el PT comenzó su camino a la presidencia. 

Lo cierto es que la elección de San Pablo es vital para la consolidación de Lula en el poder político de Brasil. No sólo por el resultado mismo, sino por que se están disputando la hegemonía el proyecto de Lula y el del ex presidente Cardoso. Allí radica la importancia de estas elecciones –al igual que las presidenciales en Uruguay, centrales para la solidez del MERCOSUR y la región en la pelea contrahegemónica hacia Norteamérica. De perder Lula en San Pablo y en la mayoría de las alcaldías, el debilitamiento se hará sentir a escala regional, pero todavía no sabemos cuándo ni cómo serán dichos efectos. 

En México, el Partido de la Revolución Democrática (PRD) –opositor histórico al también tradicional Partido Revolucionario Institucional (PRI), que gobernó por 50 años el país y también opositor al actual partido gobernante (Partido de Acción Nacional -PAN-) del presidente Fox– convocó a medio millón de personas al acto de lanzamiento de un programa de “20 postulados básicos para un proyecto alternativo de nación”, en el que levantó “una severa crítica al gobierno federal neoliberal”. El encargado de presentarlo públicamente fue el actual jefe de gobierno del Distrito Federal, Andrés López Obrador. Si bien hasta el momento son sólo discursos, en ese programa alternativo hay una fuerte crítica al gobierno y a su política económica y exterior. Con relación a ésta y a los alineamientos regionales, declara el programa que “la política exterior debe ser una extensión de la interna. Si hay desarrollo y estabilidad política con democracia seremos respetados y respetables en todas partes. La experiencia histórica nos enseña que si nos encuentran débiles y divididos somos más vulnerables, y siempre surgirá la tentación de absorbernos y de subordinarnos”. Sin dar nombre, se refería a la situación con EE.UU., respecto a lo cual afirma: “Hay que evitar en todo momento y ante cualquier circunstancia la violación de derechos humanos y laborales de mexicanos que por necesidad cruzan la frontera para trabajar en Estados Unidos. Un gobierno soberano no puede suscribir un tratado que permita que se dispersen balas de goma contra su pueblo”. El partido gobernante ya advierte que empezó la campaña por las presidenciales de 2006. El senador del PAN y precandidato para suceder a Fox, comparó al mandatario del distrito federal López Obrador con el presidente de Venezuela, llamándolo por todos los medios “Chávez Obrador”. 

De esta forma, lentamente, también en México, en torno a la disputa del poder político, la cuestión regional está más presente que nunca. Esto no es menor en un país donde tradicionalmente su política fue mirar más hacia el norte que hacia al sur y donde históricamente el peso de los EE.UU. fue terminante. A pesar de ello –o por ello exclusivamente– en los últimos años la opinión positiva sobre los norteamericanos tiende a la baja, ya que la imagen de ese país decayó de un 71% favorable a un 41%. Por el contrario, Fox siempre tuvo buenas relaciones con EE.UU. y defendió el NAFTA, punto que lo identifica con la línea norteamericana, a pesar de haber solicitado entrar al MERCOSUR en algunos acuerdos comerciales que benefician a fracciones de la burguesía mexicana. La oposición del PRD empieza a alinearse (con sus particularidades) en la contrahegemonía cada vez más hegemónica de la que venimos hablando desde el comienzo de esta sección. 

Conflicto social 

Colombia: suma de voluntades igual a cero 

El largo conflicto político y militar que vive Colombia desde hace 40 años, no parece tener horizontes de solución, o en todo caso parece que todo conduce a una profundización del enfrentamiento, potenciado por la presencia de EE.UU. en el país. 

En septiembre, las tensas relaciones entre los grupos armados y el gobierno pasaron por el intercambio de prisioneros. Esta situación comenzó el 18 de agosto cuando el presidente Álvaro Uribe ofreció el intercambio de 50 combatientes de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC, principal guerrilla del país que controla un tercio del territorio y con aproximadamente 15.000 combatientes), detenidos por rebelión, a cambio de 22 políticos, 34 miembros de las fuerzas de seguridad y 3 contratistas estadounidenses. Entre los políticos, la figura principal es Ingrid Betancourt, quien fuera candidata a presidente por el Partido Verde y retenida por la guerrilla en plena campaña electoral, en febrero de 2002. Esta propuesta abrió nuevamente el dialogo, aún inconducente. 

El encargado de llevar la voz del gobierno es el comisionado por la paz Luis Carlos Restrepo, quien –luego de ratificar la intención gubernamental de negociar por Internet– fue duramente criticado por las Madres de la Candelaria. Esta agrupación tiene mucho peso en la sociedad colombiana y nuclea a los familiares que están en poder de las FARC, el Ejercito de Liberación de Nacional (ELN, segunda guerrilla de ese país y que se calcula en 5.000 hombres armados) y las paramilitares Autodefensas Unidas de Colombia (AUC). Estas últimas, por su parte, piden un dialogo cara a cara entre las partes: “Esto no puede tratarse por Internet ya que involucra vidas humanas y menos cuando el gobierno demostró capacidad para recurrir personalmente a finiquitar negociaciones con transportadores y compañías aéreas” (ET 6/9).

Ante esta propuesta, las FARC recordaron que hace 2 años están dispuestas a negociar un canje de prisioneros y, aunque fastidiadas por el oportunismo político de Uribe, aceptarían negociar en ciertas condiciones. En principio, un lugar geográfico sin presencia de integrantes de las Fuerzas Armadas, lo que permitiría una “zonas de despeje”, posibilitando por 72 horas el diálogo en ese lugar. Los dos puntos que se propusieron son en una zona fronteriza con Ecuador, donde no casualmente se concentran las fuerzas del “Plan Patriota”. Este plan es el que el Ejercito Colombiano, con apoyo de EE.UU., ejecuta en la región con intenciones de erosionar la estructura operativa de las FARC. Este espacio, donde el principal recurso económico es el cultivo de coca, es campo de circulación de muchos mandos medios y jefes militares de esta guerrilla histórica, que lo usa para replegar sus fuerzas. 

En contraposición al planteo de Uribe, las FARC evaluaron como absurdo que sólo sean negociables los detenidos por rebelión, ya que tiene sus principales cuadros políticos y militares acusados de narcotráfico y asesinato (por lo que no entran dentro del intercambio). Además, aclaró que no acepta la liberación a cambio de que sus combatientes sean reinsertados en la vida civil con “cursos productivos”, que ya da la federación colombiana de ganaderos a las AUC y a 60 ex guerrilleros (de distintas fuerzas).

Por su parte, el Ejercito Colombiano realizó un análisis negativo de lo que implicaría un retroceso en el “Plan Patriota” si oxigena las zonas que las FARC exigen. El presidente Uribe salió sin vacilar a contestar estas intervenciones: ”queremos el acuerdo Humanitario pero en condiciones que contribuyan a la paz, no en condiciones que fomenten el terrorismo” (ET 2/10).

Esto fue caracterizado por el Partido Verde (de Betancourt) como falta de compromiso humanitario. Esta denuncia de falta de voluntad se suma a lo ya expresado por distintas organizaciones sociales (sindicales, activistas de derechos humanos, víctimas del conflicto y partidos), que en el marco de la “Campaña Nacional por Acuerdo Humanitario” se expresaron frente a un reducido Parlamento Colombiano, habitado sólo por 3 congresales. (Recordemos el interés de los mismos en el comienzo de las tratativas con las AUC para su desmovilización –Análisis 50. Se trata de las Fuerzas paramilitares que hoy sigue denunciando la Organización de Estados Americanos -OEA- por la persistencia de la presión paramilitar sobre comunidades indígenas, violando así el cese de hostilidades al que se habían comprometido las AUC).

El embajador saliente de Suecia, Olof Skoog, resume así la realpolitik colombiana: “Es como si hubiera un debate que no estuviera metido en las realidades. Se discute el número de desplazados (la miseria y las víctimas del conflicto) pero no cómo ayudar a la gente y me sorprende que los políticos no entiendan la urgencia de estos asuntos” (ET 13/9).

Sin duda, estas palabras –si bien reflejan el estado de situación– no alcanzan para explicar la fuerza real de las FARC ni el nuevo protagonismo que está adquiriendo Colombia en el proceso abierto luego de los atentados a las torres gemelas en EE.UU., en septiembre de 2001. 

Colombia está siendo evaluada por EE.UU. como la puerta de entrada al subcontinente y a una zona caliente del mismo (entrada al Amazonas –recursos estratégicos desde el punto de vista hidrográfico y natural-, así como la entrada directa ante una eventual tensión futura con Venezuela –reservas petroleras–, ya que este país comparte su frontera con aquel). Recordemos asimismo el reciente enfrentamiento diplomático entre Caracas y Bogotá, por la entrada de paramilitares colombianos a territorio venezolano, que terminó con la masacre de 19 campesinos venezolanos. 

La conflictividad social en América Latina, en estrecha relación con el descontento cada vez mayor en la región hacia las políticas de EE.UU., darían como resultado en el futuro un proyecto de intervención norteamericana, cuya base sería Colombia. Base que por la delicada situación y el estrecho margen político –tanto de los gobiernos locales como de la evaluación de los distintos pueblos hacia EE.UU. (véase el estudio de Latinobarometro ya citado)– no se puede realizar en ninguno de los restantes países del subcontinente.

Oposición de la izquierda al PT en Brasil

A pesar de que las últimas encuestas afirman un aumento en la popularidad del presidente, varios sectores, partidos y sindicatos, que apoyaron la candidatura de Lula, empiezan a romper con éste por la política económica llevada a cabo en los dos años de gobierno.

El 7 de septiembre, casi 2 millones de personas salieron a las calles de Brasil, en distintas ciudades, convocadas por el Grito de los Excluidos, para rechazar la política económica y exigir un plebiscito sobre la deuda externa y la aceleración de la reforma agraria. 

La marcha, que se realiza cada 10 años, fue convocada por un amplio arco de movimientos, en los que sobresale tanto la iglesia católica como los Sin Tierra (MST). La máxima concentración fue en san Pablo, donde acudieron unas 90.000 personas. Las protestas apuntaron a la política económica del gobierno, que en pos de lograr un superávit fiscal, acentuó los recortes a los gastos sociales, gubernamentales y no llevó adelante la reforma agraria, bandera de lucha del MST. Para éstos, la única forma de destrabar la situación actual es promoviendo un “reascenso del movimiento de masas, capaz de alterar fundamentalmente la correlación de fuerzas en la sociedad y garantizar que el gobierno haga cambios efectivos en la política económica actual”, lo que impulsó la formación de la Coordinadora de Movimientos Sociales (CMS) para articular luchas comunes. Ésta está integrada por la Central Única de Trabajadores (CUT), la Unión Nacional de Estudiantes, las iglesias, Vía Campesina, el Grito de los Excluidos y “sin techo”.

Ari Alberti, miembro del Grito, explicó en qué consiste en parte este amplio movimiento: “El gobierno ya demostró en estos casi dos años que, por más que tenga buena voluntad, no va a conseguir cambiar esta realidad. La presión de arriba es muy fuerte, sea interna o externa. Si el pueblo organizado no hace presión desde abajo hacia arriba para que las cosas cambien, no va a suceder nada. La esperanza se diluye y se torna frustración. Es preciso organizar la esperanza, politizar la esperanza, para que se torne movimiento”. (LJdM, 26/9)

Argentina

“Se hace necesario un urgente, fuerte y estructural rediseño del Fondo Monetario Internacional para que pueda prevenir crisis y ayudar a su solución, cambiando el rumbo que lo llevó de prestamista de fomento a acreedor con demanda de privilegios […] ellos harán su ‘mea culpa’ y nosotros veremos crecer la cantidad de pobres si les volvemos a hacer caso.” Tales fueron las palabras espetadas por Néstor Kirchner en la Asamblea de la Organización de Naciones Unidas; expresión de la unidad del capital financiero local, denominado nueva burguesía nacional. Unidad que le permitió resistir los feroces embates dirigidos desde los centros mundiales del capital financiero. Como podemos observar, las presiones y amenazas crecen a medida que se acortan los tiempos para el cierre definitivo de la renegociación de la deuda en default y de los compromisos a asumir con los organismos multilaterales de crédito; y a medida que aumenta el superávit fiscal, cercano ahora a los 16.000 millones de pesos. (C 3/10). Ese grado de unidad interno de la burguesía local pudo determinar los cambios ejecutados al interior del Banco Central. En esta instancia de acción, las dos facciones del gobierno se presentaron, también, unidas. Pero, por el contrario, dichas facciones se mostraron separadas en el proceso de renegociación de contratos con las empresas privatizadas. La misma división que ubicó de un lado a la totalidad de la burguesía local, y del otro a las centrales sindicales y, por lo menos, a la facción kirchnerista del gobierno, se observó luego de la sanción de tres medidas puntuales de legislación laboral progresiva, que, al mismo tiempo, demostró la homogeneidad “automática” de la nueva Corte Suprema. 

Finalmente, la oposición rotunda a las mejoras laborales por parte del capital local y el nuevo aumento de la desocupación, cancelan, a simple vista, la posibilidad de una alianza de clases de largo alcance que pueda subordinar y dirigir al movimiento obrero. 

En cuanto a la coyuntura política, la aparente homogeneidad de criterios con que el gobierno argentino se maneja en su frente externo en la cuestión de la deuda, contando con el apoyo de prácticamente todo el arco empresario y político local, no se refleja de igual manera hacia el interior. La construcción de fuerzas y su expresión en el terreno político van tomando forma, a medida que se acerca la primera disputa electoral con Kirchner como presidente. En ese marco, nos encontramos, por un lado, con alineamientos tanto dentro del duhaldismo como del kirchnerismo. Por ahora, al menos en forma visible, es el kirchnerismo el más urgido y activo en la construcción de una expresión política sólida. Por otro lado, las fuerzas políticas denominadas de centro y derecha intentan recomponer el desastre que heredaron fruto de la derrota electoral del menemismo y de su incapacidad, desde hace rato, para vertebrar un programa que logre expresar los sentimientos de una parte significativa de la población. Intentaremos describir entonces este movimiento de acción y reacción.
Pelea por las ganancias

Los sueños del acreedor privilegiado

“Ni lo sueñen” respondió el presidente Néstor Kirchner a las redobladas exigencias que desde los centros del capital financiero se dispararon sistemáticamente el mes pasado. En el marco de la sanción en ambas cámaras del Presupuesto 2005 que distribuye un superávit fiscal cada vez mayor, los capitales más concentrados del mundo apuntan el verbo y las armas judiciales reclamando: la salida inmediata del default con los acreedores privados y el mejoramiento de la oferta a los mismos; un aumento de la tasa del excedente fiscal disponible para los organismos multilaterales de crédito; la suba de las tarifas de las empresas privatizadas; los pagos ejecutados a los bancos en calidad de “compensación” por la pesificación de los préstamos. 

En este sentido llegó la voz de Charles Dallara, presidente del poderoso Instituto de Finanzas Internacionales –que agrupa a los principales bancos del mundo– vaticinando el fracaso de la negociación argentina en caso de no realizar las “reformas estructurales” recién mencionadas: “Sin la sociedad y sin la credibilidad del Fondo es difícil que la Argentina pueda llegar a lograr sus metas, una recuperación sustentable que con el tiempo reabra de nuevo la puerta a los capitales globales.” (LN 15/9).

Al mismo tiempo, el G-7 emitió un comunicado en donde se explicita el malestar hacia el gobierno de Kirchner: “Urgimos a las autoridades argentinas a implementar cuanto antes las acciones previas requeridas para completar la tercera revisión [del acuerdo con el Fondo] y cumplir sus obligaciones actuales completa y oportunamente.” Con estos términos el G-7 se refiere a “las reformas estructurales, la construcción de una sana estructura fiscal y lograr una alta participación de los acreedores en una renegociación sostenible de la deuda.” (C 2/10)

Quien expresó la voluntad de los siete países más poderosos del mundo fue el titular del FMI, Rodrigo de Rato. Despachándose a lo largo del mes sobre cada uno de los ítems asignados a la Argentina como “obligación”, se le escuchó decir: “la performance actual del presupuesto tiene que ser incrementada, no reducida”, es decir, pasando de un ahorro fiscal del 3,6% (programado por el gobierno nacional) al 4 o 4,5%. En relación con la nueva disposición legal que intenta controlar los movimientos de las empresas privatizadas (cumplimiento de inversiones, pago de cánones, extensión de los servicios), de Rato dijo: “tiene algunas restricciones que no funcionarán para que haya crecimiento económico real y nuevas inversiones.” (C 21/9). Finalmente el director del Fondo sintetizó la posición de la denominada línea dura: “La gente en la Argentina y afuera del país es consciente de que los problemas argentinos no pueden ser superados incluso con dos buenos años si no recupera un status normal en la economía del mundo.”, es decir, que el país requiere “tener una relación normal con los acreedores y con los grandes inversores.” (LN 21/9).

Sumado a estos embates orales y como herramienta de acorralamiento, en EE.UU., Italia y Alemania, distintos tribunales fallaron a favor de tenedores de deuda argentina, provocando bloqueos de cuentas o amenazas de expropiación de bienes consulares. Sin que esto pasara a mayores, la amenaza real que arroja de Rato tiene que ver con el alejamiento de los capitales financieros de los que toda sociedad capitalista requiere. En esta instancia de pelea externa, toda la burguesía local -autodenominada nacional y encabezada por grandes grupos financieros locales como por ejemplo Techint, Arcor o Pérez Companc- se presenta unida, intentando ceder la menor porción posible de la riqueza socialmente producida en el país a los acreedores del Estado, pero concientes de la imposibilidad de “patear el tablero” y clausurar definitivamente las relaciones con el capital financiero, digamos por ahora, estrictamente “foráneo”.

Un lugar especial lo ocupa el capital español. A tono con los capitales del G-7 (del cual está excluido), el canciller de España, Miguel Angel Moratinos, apenas llegado a Buenos Aires lanzó la piedra: “Vamos a exigir a Kirchner que mantenga el diálogo con el FMI.” (LN 7/9). Pocos días después el presidente del gobierno español, José Luis Rodríguez Zapatero, afirmó ante Kirchner que estría dispuesto a interceder ante el Fondo a favor de la Argentina. Bajo la antigua lógica de don y contradon, el mandatario hispano reclamó “garantías” para los capitales españoles invertidos en las pampas, lo que debe traducirse por aumentos tarifarios, y descuentos en las retenciones petroleras. (C 24/9).

En rigor, el capital español, en posición subordinada frente a los capitales europeos y norteamericanos (G-7), necesitó jugarse las fichas más gruesas en la ruleta argentina. Comprometidos algunos de sus principales capitales aquí, procura evitar un rotundo default argentino con el Fondo y, valga el chantaje, exige beneficios específicos. 

Como dijimos más arriba, los grupos financieros locales se han abroquelado detrás de Kirchner y Lavagna en la negociación y pelea contra los “vampirescos” acreedores. La necesidad los ha llevado, si no a celebrar, cuando menos a tener que escuchar las denuncias del propio Kirchner espetadas contra los organismos multilaterales de crédito, en el acto de apertura de la 59ª Asamblea General de la ONU. Allí denunció: “Las Naciones Unidas deben tener fortaleza, coraje, justicia y equidad para promover las reformas necesarias de las normas inequitativas como las que aplican los organismos multilaterales de crédito, que terminan siendo problemas durísimos para la lucha contra la pobreza.” 

Como cierre propuso la transformación del organismo fundamental del capital financiero: “Se hace necesario un urgente, fuerte y estructural rediseño del Fondo Monetario Internacional para que pueda prevenir la crisis y ayudar a su solución, cambiando el rumbo que lo llevó de prestamista de fomento a acreedor con demanda de privilegios.” (LN 22/9). 

Veamos ahora una importante expresión de la contradicción entre las fracciones del capital local y el capital financiero foráneo, la cual significó la remoción de los dos primeros hombres del Banco Central. 

Unidad de las facciones en el gobierno: cambios en el Central

En su momento de unidad, la poderosa burguesía autodenominada nacional pudo avanzar sobre los número uno y dos del BCRA. Jóvenes hombres de la “banca” más concentrada del mundo (JP Morgan), Alfonso Prat-Gay y Pedro Lacaste, fueron reemplazados por un Martín Redrado que se ha ido “acomodando”, como buen técnico, a los requerimientos de los sucesivos gobiernos desde los primeros años menemistas. Hasta el momento, Redrado prometió mantener un tipo de cambio alto (del orden de 3 pesos por dólar) y no interferir en las negociaciones con los acreedores externos. Como música para los oídos de Roberto Lavagna, desde la Fundación Capital, creada por el propio Redrado, aseguraron que: “en todos los países del mundo, el presidente del Banco Central se ocupa de las tasas, el dólar y la inflación, mientras que de la financiación, de la negociación de la deuda, se encarga el ministro de Economía. Aquí también será así.” (C18/9). 

Mientras tanto en la página de The Economist, publicada por La Nación, se pudo leer,“Si estás tratando de cerrar un acuerdo por 100.000 millones de dólares ¿por qué despedir al único hombre con fuerte apoyo en Wall Street?” (LN 25/9). La misma nota advertía “En Wall Street lamentan el alejamiento de Alfonso Prat-Gay.” 

Pero lo que debemos observar es no tanto el nombramiento en definitiva de un hombre de la banca internacional –aunque aggiornado– como es Redrado, sino el número dos del BCRA y los cargos que conforman el directorio del mismo. Los nombres de Miguel Pesce y de Zenón Biagosh fuertemente vinculados a Lavagna, y de otros dos directores del ala kirchenirsta, demuestran el avance de las dos facciones en el gobierno, unidas por lo menos en esta instancia de lucha. Es sintomático, también, que uno de los cargos directivos haya sido ofrecido al hombre de la banca local, Carlos Heller, quien declinó el convite. Habrá, entonces, que observar atentamente el devenir de esta entidad históricamente en manos del capital bancario. 

Veamos ahora cómo la unidad de las facciones kirchnerista y duhaldista se partía en el atribulado proceso de renegociación con las empresas de servicios públicos privatizados. 

División de las facciones en el gobier-no: renegociación con las privatizadas

En el marco de la durísima pelea con los capitales dueños de las concesiones de los servicios públicos privatizados, el ministro de Economía Lavagna amenazó con abandonar la UNIREN, entidad encargada de la renegociación de los contratos, y que codirige junto al ministro de Planificación Julio De Vido. En clara referencia hacia éste (vinculado a la facción kirchnerista), Lavagna se despachó: “No nos parece que esté funcionando adecuadamente el tema de las renegociaciones y demás. En todo caso, los resultados están a la vista; percibimos que hay otras formas de hacerlo y Economía y Producción no tiene ningún problema en sugerir su propio retiro y dejar que sean las áreas más técnicas [...] las que se hagan cargo del tema.” (LN 14/9). 

Lo cierto es que a casi tres años de la devaluación, de 61 contratos sólo se realizaron unos pocos acuerdos y en general de manera “transitoria”. Al mismo tiempo, en el Congreso se fue definiendo una nueva ley de regulación de contratos cuyo objetivo es el control, tanto del grado de endeudamiento de los capitales prestatarios, como del cumplimiento de los pagos de cánones establecidos, de las inversiones programadas, y de la extensión del servicio a sectores excluidos. Luego, se pasarían a realizar ajustes tarifarios cuyo volumen también está en discusión. 

Si bien, la burguesía nacional “dejó hacer” en materia tarifaria al gobierno de Kirchner, lo que le permitió gozar de bajos costos energéticos y de transportes, adhiere ahora a la postura de Lavagna: aumentar cuanto antes las tarifas asegurándose la distribución de los insumos energéticos y, al mismo tiempo, anotarse un poroto en la mesa chica del Fondo y del G-7. La intransigencia de De Vido, o del propio Kirchner, comienzan a irritar a los mismos capitales locales.

Por otro lado, y como mencionamos más arriba, el gobierno español, dispuesto a mediar ante el FMI a favor de la Argentina, exigió “garantías” para sus capitales comprometidos en el país. Idéntico chantaje propuso el presidente de la española Repsol-YPF, Alfonso Cortina, quien anunció la ejecución de un rimbombante plan de inversiones por 6.000 millones de dólares para los próximos tres años, a cambio de libertad de acción. Las palabras textuales de Cortina fueron: “se necesitan marcos fiscales y legales homogéneos y homologables como los que tenemos en otros países.” (LN 24/9). Es decir, marcos en donde impere la desregulación, la falta de controles y, también, la inexistencia de retenciones, consideradas como “un impuesto distorsivo” por el presidente de Repsol. 

En este belicoso marco, se anunció la extensión de los trenes de pasajeros de larga distancia, nuevamente en manos del Estado. Se suma este servicio, a la lista de restatizaciones iniciada con la rescisión del contrato del servicio del correo, en ese entonces, en manos del grupo Macri. 

El horror ante los parches de la nueva política laboral 

El mes pasado dos acontecimientos expresaron los atisbos de una política laboral que bastó para horrorizar a los dueños del capital local. Primero, el Consejo Nacional del Empleo y el Salario, integrado por la CGT y las entidades del capital más relevantes (la Sociedad Rural fue la única ausente), elevó el salario mínimo a 450 pesos por mes. En esta instancia, las centrales empresarias aceptaron a regañadientes el desafío de elevar el salario mínimo de todo el arco trabajador. Como vimos en el Análisis N° 51, la burguesía prefería fragmentar la discusión salarial al nivel menor de la rama o de la planta (empresa), tal como reza la ley de flexibilización laboral. De todas maneras, la necesidad de mantener la estabilidad social, en un marco regional crítico, y de lograr el apoyo (alianza) en la resistencia de los avances confiscatorios de los centros del capital financiero, movió el fiel de la balanza hacia la aprobación del “reparto”. 

Pero, en segundo lugar, la ejecución unilateral de dos medidas por una renovada Corte Suprema condujo a una seguidilla de intervenciones públicas en contra, por parte de las corporaciones del capital. Con una semana de diferencia entre fallo y fallo, la nueva Corte declaró inconstitucional el tope a las indemnizaciones por despido y la inimputabilidad del empleador en caso de accidente o enfermedad laboral. Esto último implica que un trabajador habiendo cobrado el seguro por accidente o enfermedad, siendo afiliado a una ART, puede demandar, además, al propietario del capital que lo ha empleado.

El diario La Nación comentó al respecto: “El fallo no sólo resolvía un planteo, sino que la Corte formulaba toda una definición sobre su visión de las relaciones laborales y de la política laboral.” (LN 22/9). 

El vicepresidente de la Unión Industrial Argentina, Héctor Méndez, sostuvo que “El fallo es muy grave […] aumentará al costo laboral. Si no hay un límite para las indemnizaciones ¿cómo voy a hacer para cubrirme?. Esto asusta a los inversores”. En esa dirección disparó Carlos de la Vega, titular de la Cámara Argentina de Comercio (CAC): “Las empresas no van a saber cuál es el costo por accidentes. Con el tope, todos sabíamos que pagando el 10% del salario a las ART nos cubríamos de todo riesgo. Ahora, los montos serán impredecibles”. Otra voz llegó desde los subordinados capitales del campo, nucleados en las Confederaciones Rurales Argentinas (CRA): “Va a ser la vuelta a la industria del juicio. Prefiero que haya un tope más alto de las indemnizaciones, en lugar de dejarlo al azar” (LN 22/9).

Unos días después, la ya citada UIA declaró que “discrepa con los fundamentos de estos fallos y es su obligación resaltar las graves consecuencias que resultarán de los mismos”. Uno de sus hombres, Daniel Funes de Rioja, prpuso “una salida lo más rápido posible” a través de un diálogo entre todas las partes involucradas (LN 29/9). 

Todo indica que la burguesía nacional, escudada detrás de las Pymes, dará la pelea para revertir los chispazos de una política laboral que, cuando menos, obstaculiza sus exigencias de mayor flexibilización.

La imposible alianza con los trabajadores

Según los datos del Indec, en los primeros seis meses del año la economía creció un 9% en relación con el año pasado. No obstante este aumento ininterrumpido de la producción social, el desempleo aumentó entre el primer y segundo trimestre del año llegando a 14,8%. Esto sin contar a los beneficiarios de subsidios de desempleo. Incluyendo a éstos, en rigor, los desocupados en el país (personas sin trabajo que buscan empleo, por definición del Indec) representan el 19,1%.

Por otro lado, si bien la subocupación descendió 0,5%, se mantiene en una alta tasa que se ubica en el 15,2%. El total de personas con problemas de empleo sería, entonces, de 34,3%, es decir, 5.1 millones de hombres y mujeres (C 17 y 18/9).

Con este telón de fondo y observando la reacción de la burguesía nacional ante cualquier mínima mejora general, aplicada a favor de los trabajadores, podemos presumir que se hayan severamente limitados los mecanismos del capital para concertar una alianza con sectores de la clase obrera, capaz de subordinarlos a sus propios designios. 

Coyuntura política

Construcción de fuerzas: acción y reacción
Tal como planteamos en nuestra introducción a la sección nacional, la coyuntura política local estuvo signada durante septiembre por el intento de construcción y articulación de fuerzas políticas desde todos los sectores. 

En este marco, desde el kirchnerismo la cuestión está planteada en términos de cambio o conservación, es decir, de un movimiento de acción y reacción. Apenas comenzado el mes, desde el kirchnerismo fueron aprovechadas las declaraciones del ex presidente Raúl Alfonsín, quien había señalado que la derecha se prepara para desestabilizar al gobierno y torcer el rumbo de las transformaciones iniciadas con el arribo al poder político de Néstor Kirchner, para dejar sentada la postura al respecto, a través de las palabras del Jefe de Gabinete, Alberto Fernández: “hay sectores que resisten los cambios. El Gobierno toca intereses y los intereses reaccionan.” (LN 02/09).

Y al día siguiente, el propio Kirchner desarrolló un poco más este concepto al indicar: “no son tiempo fáciles porque están los que actúan todos los días para que nada cambie y los que quieren que cambie todo de un día para el otro, que son aliados invisibles de los que quieren que nada cambie.” (LN 03/09).

A su vez, dentro de este movimiento que estamos describiendo, ya comenzó a hablarse de las próximas elecciones legislativas, a realizarse durante el 2005. Al respecto, sucedió un hecho digno de destacar: la intención presidencial, que enseguida contó con el apoyo de todo el arco político, de unificar en el mes de octubre las elecciones en todas las provincias. El dato no es menor, si recordamos que tras la crisis de representatividad que tuvo su máxima expresión en las movilizaciones de diciembre de 2001, la reconstrucción del sistema representativo, al menos en parte, llevó un año y medio aproximadamente, y que dio como resultado la asunción de Kirchner con apenas el 16% del padrón a su favor (22% si no se tiene en cuenta la abstención y el voto en blanco). Esa reconstrucción implicó, entre otras cosas, separar provincia por provincia las elecciones legislativas de la elección presidencial, comenzando a fines de abril del 2003 y finalizando a fines de noviembre del mismo año (para un exhaustivo análisis de dichas elecciones, ver A de C Nº 43, diciembre de 2003).

Kirchnerismo, piqueteros y movimiento obrero

La construcción política de una fuerza que acompañe al presidente Kirchner en su disputa con el duhaldismo, por un lado, y en su enfrentamiento con las opciones de centro y derecha que intentan recomponer su propia fuerza, por otro, tuvo durante septiembre algunos avances. 

El día 8 fueron las tres principales agrupaciones políticas que intentan armar el “frente transversal”, como les gusta definirse, quienes anunciaron la construcción de una instancia de coordinación que les permita competir autónomamente del PJ en las elecciones de 2005. “Las corrientes kirchneristas que desarrollarán esta tarea son el Partido de la Revolución Democrática (PRD), que conduce el diputado Miguel Bonasso; el Polo Social, liderado por el diputado Francisco “Barba” Gutiérrez; y el partido Memoria y Movilización, encabezado por el secretario de Derechos Humanos de la Nación, Eduardo Luis Duhalde.” (LN 09/09).

Una semana después, la relación entre algunos sectores “piqueteros” y el Gobierno parecía entrar en una tregua. Ante una movilización con corte total, los “piqueteros” de un sector del fracturado MTD Aníbal Verón junto a la Corriente Clasista Combativa, decidieron levantar dicha medida y comenzar un periodo de diálogo con el Gobierno. Uno de los dirigentes del MTD Aníbal Verón, Juan Cruz Daffunchio, señalaba: “Mientras el diálogo sirva para resolver los problemas, nosotros le vamos a seguir apostando al diálogo (...). Nosotros podemos decir que hoy hubo un cambio y que eso sirvió para resolver un problema, pero para hacer eso ley en nuestro movimiento hace falta un debate interno.” (LN 14/09). El diálogo al que se refería el dirigente se iniciaba con el compromiso de rever la baja de planes de asistencia social y de investigar a fondo las muertes de Santillán y Kosteki, ocurridas el 26 de junio de 2002 durante la feroz represión policial.

Una semana más tarde, se avanzaba un paso más en el sector piquetero, pero esta vez con sectores que apoyan a Kirchner desde el comienzo de su gobierno, al conformar un frente electoral para el 2005. Son aproximadamente 50 organizaciones sociales y políticas agrupadas en el Frente de Organizaciones Populares (FOP), dentro del cual se encuentran entre otros la Federación de Tierra y Vivienda (FTV) de D’Elía, Barrios de Pie y el MTD Evita. (LN y C 21/09).

Finalmente, el día 27 se anunció la coordinación del frente transversal con el frente piquetero alineado en el kirchnerismo, prometiendo el lanzamiento a nivel nacional para mediados de octubre. (LN y C 28/09).

Por otro lado, septiembre no pareció traer mayores contratiempos en lo que se refiere a la interna de la CGT, aun cuando se mantienen las diferencias entre los sectores que acordaron la unidad hace apenas dos meses. 

Mientras tanto, se realizaron diversas elecciones por ramas sindicales, destacándose la participación en la interna sindical de diferentes corrientes piqueteras y de izquierda. Sin embargo, fueron reelegidas las actuales conducciones. En el Sindicato Capital de la Industria de la Alimentación fue reelecto Rodolfo Daer, aunque existen fuertes denuncias de fraude por parte de la oposición conformada por Izquierda Unida, el Polo Obrero y la Corriente Clasista y Combativa; en la Confederación de Trabajadores de la Educación de la República Argentina (CTERA) fue reelecto Hugo Yasky ante un frente electoral conducido por el MST y el Polo Obrero; en el Sindicato Capital de la Sanidad, fue reelegido Héctor Daer ante un frente conformado por organizaciones de izquierda junto a sectores kirchneristas; y en la Federación Gráfica Bonaerense fue reelecto Raymundo Ongaro frente a la lista que proponía al máximo dirigente del Polo Obrero, Néstor Pitrola. (LN 27/09).

El duhaldismo tras bambalinas

Por otro lado, aunque dentro del mismo partido justicialista del presidente Kirchner, el duhaldismo refuerza sus principales líneas, sobre todo en el terreno que mejor conoce, es decir, en la provincia de Buenos Aires. Sin embargo, durante septiembre apenas se mostró a la luz esta fuerza. Fue finalizando el mes cuando se hicieron públicos los deseos del ex presiente Eduardo Duhalde de convertirse en el presidente del PJ bonaerense. El momento para ello resulta clave, teniendo en cuenta que se avecina el año electoral. Desde allí el caudillo bonaerense intentará controlar a su tropa y alinearla para conservar intacto su poder, sabiendo que el distrito bonaerense resulta clave en las elecciones por el caudal de votos y porque desde allí se puede nacionalizar una elección. Esas son sus principales armas de negociación: “’Duhalde podrá demostrar, una vez más, que controla el mayor territorio electoral del país y que inevitablemente todo aquel que quiera ser candidato en 2005 deberá caer a sus pies’, se sinceró un destacado dirigente del PJ bonaerense que pasa buena parte de su tiempo junto al ex presidente.” (LN 26/09).

López Murphy y el intento de ser el centro 

Dos movimientos paralelos debemos describir para intentar analizar qué está pasando en las expresiones políticas de “centro” y de “derecha”. Por un lado, en la UCR, en un intento por recomponer el desastroso panorama que dejó para dicho partido el último proceso electoral, con apenas 3% de los votos, se realizó un congreso que intentó definir la línea política a seguir a partir de ahora. En el mismo, se enfrentaron dos sectores claramente delineados. Por un lado, el “alfonsinismo”, hoy conducido por Storani y Moreau. Por el otro, el sector conducido por el actual presidente del partido, Ángel Rozas, quien impulsaba a Stubrin al frente de la Convención Nacional. En la interna triunfó el segundo sector, es decir, el más distanciado del gobierno de Kirchner, y no casualmente, el más cercano a realizar una alianza electoral con el auto-exiliado partidario Ricardo López Murphy.

Por otro lado, el tradicional partido de la derecha argentina, la Unión de Centro Democrático (UceDé), también efectuó un acercamiento hacia López Murphy, realizando conjuntamente un análisis de la situación política nacional en pos de buscar una alternativa al kirchnerismo. (LN 29/09).

Como se ve, el centro y la derecha comienzan a intentar rearmarse poniendo a la figura pública con mejor imagen que poseen, es decir, a Ricardo López Murphy, quien viene manteniendo un fuerte discurso opositor pero que, hasta el momento, no logra nuclear tras de sí a una porción significativa de la sociedad que le permita enfrentar al PJ en las próximas elecciones.

Conflicto social

Los principales acontecimientos registrados en el mes de septiembre fueron: 

12 concentraciones frente a edificios públicos y/o comisarías, entre las que destacamos los 5 días de acampe frente a la Fiscalía por parte del MIJD exigiendo la libertad del dirigente R. Castells; 11 jornadas de marchas y actos; 7 jornadas de cortes de ruta, calles, autopistas, puentes; 3 huelgas parciales; 2 jornadas de bloqueo y/o ocupación de edificios privados (empresas) o boleterías.

Las organizaciones y agrupamientos que protagonizaron las jornadas fueron: 

el MIJD (13); CCC (5); Bloque Piquetero (5); MTD Aníbal Verón (3); CTD Aníbal Verón (3); Quebracho (3); Frente de Trabajadores Combativos (2); trabajadores de hospitales públicos porteños nucleados en ATE (2). Finalmente, Movimiento Teresa Rodríguez Movimiento de Unidad Popular 20 de Diciembre; Fedecámaras; Frente de Desocupados Unidos; MST– Teresa Vive; CUBA; trabajadores docentes; trabajadores docentes universitarios (CONADU Histórica); trabajadores municipales (San Salvador de Jujuy); estudiantes universitarios; trabajadores desocupados de Caleta Olivia; trabajadores ferroviarios opositores a la conducción de Unión Ferroviaria, (1).

Entre las principales demandas y consignas observamos: libertad y desprocesamiento de manifestantes y/o militantes –entre los cuales se halla el dirigente piquetero Raúl Castells– (10); aumento en el monto y/o cantidad de los planes sociales (4); rechazo a la represión, la judicialización de la protesta, los crímenes políticos y las leyes represivas (3); trabajo genuino (3); asistencia social (2); modificación en el reparto de los planes sociales (1); mejora salarial (1); rechazo a la visita del jefe del FMI (1); mejores condiciones laborales (1); aumento del presupuesto universitario (1), transparencia en elecciones internas sindicales (1).
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� “Durante la guerra de Kosovo se pudo verificar el problema: las fuerzas armadas tuvieron considerables dificultades para hacer llegar sus equipos pesados. Terminado ese conflicto, los estrategas estadounidenses manifestaron una gran preocupación al respecto” (LM 3/2001).


� “China es considerada adversario en el documento titulado Joint Vision 2020, proveniente del comité de jefes de Estado Mayor. En una versión suavizada de ese texto, publicada en junio de 2000, China es calificada de “Peer Competidor”, es decir, rival del mismo nivel” (LM 3/2002).


� Fundamentalmente por el proceso de deslocalización productiva, tema tratado en varios Análisis anteriores.


� En el Análisis de septiembre de 2004 se desarrolló el conflicto al interior de Rusia, donde observamos que la actual administración de Putin proviene del riñón de las fuerzas militares y de seguridad.


� “El 24/04/1999, por imposición estadounidense, la OTAN cambió drásticamente el contenido de su carta orgánica y sus estatutos y pasó de ser una alianza defensiva con jurisdicción sobre el área que le da el nombre, a constituirse en un dispositivo militar ofensivo con jurisdicción planetaria” (LM 3/2002).


� “Este proyecto, que se tornó posible gracias a la unipolaridad lograda en 1991, en realidad se remonta a la década de 1970. En efecto, fue en aquel momento cuando se formó la coalición extremista que ahora está al mando del Estado. Su programa político era unificar la sociedad por medio de la guerra y la movilización permanente, asegurando la supremacía estratégica global de Estados Unidos. Ese proyecto autoritario, hoy ostensible, que requería la definición incesante de un enemigo y la implementación de un Estado fuerte independizado de la sociedad, era ya manifiesto a mediados de los años ’70, cuando la derecha radical hizo fracasar la política de distensión entre Este y Oeste” (LM 3/2003).


� Tema abordado en los Análisis de junio, julio y septiembre de 2004.


� Interrogado sobre la guerra en Irak, Rupert Murdoch, magnate de los medios, explicó: “Yo creo que Bush tiene razón. No se puede retroceder más. Me parece que actúa de un modo muy correcto y moral. (…) Lo mejor que podría salir de todo eso para la economía mundial sería un barril de petróleo a veinte dólares” (Newsweek, 17/02/02).


� De Desarme y Seguridad Internacional; Económico y Social; Especial de Política y Descolonización; Financiero y Presupuestario; Social, Humanitario y Cultural; Legal. Algunos de ellos tuvieron cierta importancia en momentos particulares, como durante la oleada descolonizadora de los ’60 en África.


� A modo de ejemplo, en materia de justicia, la ONU instauraró en 1946 la Corte Internacional de Justicia (CIJ) con sede en la Haya. De los miembros permanentes del Consejo de Seguridad, sólo Gran Bretaña la aceptó. La Corte Penal Internacional, creada el 17 de julio de 1998 durante la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas, establecida para asegurar lo que aquélla no pudo, fue rechazada por EE.UU.


� Occidente sufrió un duro revés con la Revolución China de 1949, pues perdió el único asiento asiático con derecho a veto, que había sido otorgado al Kuomintang (nacionalistas que luego conformaron Taiwán). 


� En 1958, al volver al poder, el general De Gaulle entiende que el bloque soviético se encuentra a la defensiva y de ello deduce que Francia debe recuperar su libertad de acción, desligándose de la integración militar atlántica. De este modo, se lanza, por un lado, a establecer con la Unión Soviética y con China nuevas relaciones dirigidas a “la distensión, al entendimiento y a la cooperación” con los países del “bloque del Este” y, por otro, a dotarse de sus propios medios de disuasión nuclear. Este análisis conducirá a profundas divergencias con Estados Unidos, como se verificó en la entrevista del 5 de julio de 1958 entre el general De Gaulle y el secretario de Estado estadounidense John Foster Dulles. A largo plazo, la consecuencia es el momentáneo retiro de Francia de la organización militar atlántica y de sus mandos integrados, ocurrida el 7 de marzo de 1966.


� Para responder a las crecientes críticas, en 1990 el economista John Williamson formaliza el llamado “Consenso de Washington”, que se basa en siete principios: disciplina fiscal (equilibrio presupuestario y reducción de la imposición); liberalización financiera (tasas fijadas únicamente por el mercado de capitales); liberalización comercial (supresión de la protección aduanera); total apertura de la economía a las inversiones directas; privatización de todas las empresas; desregulación (eliminación de todos los obstáculos a la competencia) y protección total de los derechos de propiedad intelectual de las multinacionales


� El informe de un grupo de trabajo formado a pedido del Congreso estadounidense y presidido por Allan Metzer, publicado en marzo de 2000, no preconiza reformar el funcionamiento del FMI y del BM, sino restringir drásticamente sus compromisos y en consecuencia, sus efectivos. Esa es la sección aislacionista y liberal “pura” de los proyectos de reforma actualmente en debate –uno de cuyos adeptos es Jeffrey Sachs– y que paradójicamente coincide con ciertas críticas de quienes dicen que “cincuenta años son suficientes” y que el FMI no se puede reformar.
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